2016-00052-01

Rubiela García Marulanda Vs Colpensiones. Rad. 66001-31-05-003-2016-00052-01

Providencia:              Sentencia de 30 de marzo de 2016
Radicación Nro.:       66001-31-05-003-2016-00052-01
Accionante:               Rubiela García Marulanda
Accionados:              Colpensiones.

Proceso:                    Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:  Juzgado Tercero Laboral de Circuito

Magistrado Ponente: Julio César Salazar Muñoz

Tema:

IMPROCEDENCIA TUTELA PARA RECLAMAR DERECHOS PENSIONALES/ Debate legal con fondo de pensiones debe ser resuelto por la justicia ordinaria/ Incumplimiento del requisito de la inmediatez/ No concurrencia del perjuicio irremediable
“(…) no percibe la Sala la vulneración pregonada por la actora, pues a pesar de que no existe discusión en relación con su condición de sujeto de especial protección, por su estado de invalidez, es un hecho cierto que la entidad accionada negó la pensión pretendida, al percibir que no se acreditaron los requisitos previstos en la Ley 860 de 2003, actuación que a la luz de la legislación establecida en materia de seguridad social, de no compartirse, hace necesario el trámite del proceso ordinario laboral.

A más de lo anterior, tal y como lo consideró la juez de primer grado, no se advierte configurado el principio de inmediatez, toda vez que la negativa de Colpensiones a reconocer la pensión de invalidez, según el hecho cuarto de la demanda, se produjo el 27 de noviembre de 2012 y la acción de tutela fue presentada el 2 de febrero de 2016, situación que por sí sola desdibuja la ocurrencia de un perjuicio irremediable, máxime cuando ningún elemento probatorio se aportó para demostrar la difícil situación económica y financiera que afirma la tutelante atraviesa.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias SU-961 de 1999 y T-144 de 1995.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de marzo de dos mil dieciséis
Acta N° 0         de 30 de marzo de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada la señora RUBIELA GARCÍA MARULANDA  contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 12 de febrero de 2016, dentro de la acción de tutela iniciado por ésta contra COLPENSIONES.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Refiere la señora Cardona Duque que fue calificada por medicina laboral del Instituto de Seguros Sociales, valoración que arrojó una pérdida de capacidad laboral igual al 51.07% estructurada el 9 de mayo de 2012; que raíz de tal dictamen solicitó a la entidad accionada el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, siendo negada mediante Resolución No GNR 009389 de 2012, por no acreditar 50 semanas en los 3 años anteriores al origen de su discapacidad.

Sostiene que cuenta con la densidad de semanas necesaria para acceder a la gracia pensional, dado que un error en el pago de la planilla impidió sumar a su favor los ciclos de abril y mayo de 2011, con lo cual alcanzaría un total de 57.03 semanas, en el lapso antes mencionado.  Igualmente informa que durante la vigencia del Decreto 758 de 1990, acredita un total de 421.1 semanas.
Refiere también, que las patologías que en la actualidad la aquejan son consideradas de desarrollo progresivo, por lo que bien podría, en aras de reconocer a su favor la prestación pretendida, tomar como fecha de estructuración la misma en que se solicitó la calificación de la pérdida de capacidad laboral, esto es el 3 de septiembre de 2012, tal como lo establecido la Corte Constitucional en la sentencia T-953-14.

Afirma que acude a la acción de tutela para lograr el reconocimiento de la pensión de invalidez, debido a su precaria condición médica y económica, situación que la ubica en un estado de debilidad manifiesta y la hace merecedora de un trato especial por parte del Estado y por tanto resulta procedente la protección a sus derechos fundamentales vulnerados, tales como el mínimo vital, la seguridad social y la vida digna.
Consecuente con lo anterior, solicita que se ordene a Colpensiones, bien sea en virtud de la aplicación de la condición más beneficiosa o, de la jurisprudencia constitucional ya referida, el reconocimiento de la pensión de invalidez a partir de la fecha de estructuración o del dictamen de pérdida de capacidad laboral, conforme lo expuesto con precedencia. 
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a Colpensiones por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa; sin embargo, dicho término trascurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó la protección constitucional solicitada al no advertir inmediatez entre la negativa del reconocimiento pensional por parte de Colpensiones y la interposición de la acción de tutela, pues entre una y otra mediaron más de tres años, en los cuales, no sólo cotizó al sistema pensional, sino que bien pudo haber iniciado la acción laboral tendiente al reconocimiento pensional al que aspira por vía de tutela, mecanismo que consideró eficaz y oportuno para resolver la controversia planteada.

Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó haciendo notar la similitud entre su caso y el abordado por la Corte Constitucional en la sentencia T-953 de 2014, justificando la tardanza de su actuar en el hecho de haber iniciado con anterioridad la acción laboral, la cual resultó infructuosa, debido a que lo pretendido en ese entonces fue computo de algunas semanas, producto de un pago que no ingresó al sistema, con las cuales podía acceder a la pensión de invalidez. Así mismo sostuvo que la citada jurisprudencia fue posterior a los hechos que fundamentan su petición, de allí que sólo al tener conocimiento del precedente, acudió a este mecanismo excepcional de protección.
Adicionalmente, indicó que continuó cotizando en materia pensional gracias a la colaboración de sus hijos y a diversos créditos obtenidos en el sector bancario, frente a los cuales, ha sido informada de su cobro por la vía ejecutiva.

Por último, sostiene que se encuentra en una situación de indefensión, en relación con la cual procede la acción de tutela, en aras de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable representado en su discapacidad y sus precarias condiciones económicas.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues  al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado
. 
También ha dicho esa Corporación que, “la condición de disminuido físico, sensorial o psíquico - que subyace a la calificación médica de pérdida de la capacidad laboral como presupuesto del reconocimiento del derecho a la pensión de invalidez -, coloca a la persona afectada bajo la órbita del derecho a la igualdad y la hace acreedora de una protección especial del Estado por encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta”
.   

3. PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. 
Resultante de la construcción jurisprudencial, la inmediatez ha surgido como un requisito de procedibilidad para impetrar la acción constitucional dentro de un plazo razonable desde el momento en que se configuró la alegada violación de derechos fundamentales.
Sin embargo, tal exigencia no es la imposición de un término de caducidad, sino que se trata más bien de un presupuesto que sigue  la naturaleza de esta acción prevista para la protección inminente de derechos fundamentales,  finalidad que perdería sentido si transcurre mucho tiempo desde que surge el hecho o acto vulneratorio. 

En este sentido, precisamente dado el espíritu de esta acción constitucional, en la sentencia SU-961 de 1999 se explicó que: 

“Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza.  Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción. 

(…)

Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión.”

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende la actora que a través de éste mecanismo excepcional se  le reconozca y pague la pensión de invalidez, toda vez que cuenta con una pérdida de capacidad laboral equivalente al 51.07% y más de 300 semanas cotizadas antes del 1º de abril de 1994. 
El tema así presentado, da lugar a una controversia que no es propia del escenario constitucional, pues amerita un debate jurídico que debe dirigir el juez natural –laboral-,  con fundamento en los elementos de juicio que permitan aclarar la verdadera situación del derecho reclamado, pues mientras la parte actora solicita la aplicación de principios constitucionales como el de favorabilidad y el de la condición más beneficiosa en orden a que se reconozca a su favor la gracia pensional, en consideración al hecho de que para el momento en que entró en vigencia Ley 100 de 1993, acreditaba un total de 427.1 semanas cotizadas al sistema, la llamada a juicio en el acto administrativo que niega la prestación, aduce que la tutelante debe acreditar los requisitos establecidos en la norma vigente al momento de estructurarse la invalidez.  

En el anterior orden de ideas, no percibe la Sala la vulneración pregonada por la actora, pues a pesar de que no existe discusión en relación con su condición de sujeto de especial protección, por su estado de invalidez, es un hecho cierto que la entidad accionada negó la pensión pretendida, al percibir que no se acreditaron los requisitos previstos en la Ley 860 de 2003, actuación que a la luz de la legislación establecida en materia de seguridad social, de no compartirse, hace necesario el trámite del proceso ordinario laboral.

A más de lo anterior, tal y como lo consideró la juez de primer grado, no se advierte configurado el principio de inmediatez, toda vez que la negativa de Colpensiones a reconocer la pensión de invalidez, según el hecho cuarto de la demanda, se produjo el 27 de noviembre de 2012 y la acción de tutela fue presentada el 2 de febrero de 2016, situación que por sí sola desdibuja la ocurrencia de un perjuicio irremediable, máxime cuando ningún elemento probatorio se aportó para demostrar la difícil situación económica y financiera que afirma la tutelante atraviesa.
Ahora bien, cabe aclarar que si la demandante agotó la vía ordinaria con precedencia a la iniciación de la presente acción, es una afirmación carente de prueba, que en todo caso no cambia la posición de la Sala, pues en el mismo escrito de impugnación se afirma que en la supuesta demanda laboral entablada por la señora García Marulanda, cuya decisión no le fue favorable, la controversia giró alrededor de  “un pago que no ingresó al sistema” y no en torno a la condición más beneficiosa que aquí pretende le sea aplicada.  Si la parte actora desacertó en el fundamentó fáctico y jurídico en el trámite adelantado ante la jurisdicción laboral, no es la acción constitucional la llamada a subsanar tal situación, so pretexto de haber agotado, sin éxito, los mecanismos ordinarios previstos por el legislador.

Tampoco es de recibo la afirmación consistente en que el precedente constitucional que permite ser considerado, no sólo para determinar la procedencia de la acción de tutela en casos como el presente, sino para reconocer la prestación pretendida, fue posterior a los hechos que originaron las acción, dado que la aplicación del principio de la condición más beneficiosa ha sido un criterio de decisión que de vieja data se ha debatido en los estrados judiciales.

En síntesis  debe la actora acudir al juez natural, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama. 

Así las cosas, no advierte la Sala vulnerados los derechos reclamados por la señora RUBIELA GARCÍA MARULANDA, a pesar de hacer parte de un grupo de especial protección constitucional, por lo que procede la confirmación de la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 12 de febrero de 2016.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� T-453/11


� T-144 de marzo 30 de 1995, M. P. Antonio Barrera Carbonell.
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